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HABEAS DATA / BUEN NOMBRE / ANTECEDENTES / BASE DE DATOS / HOMONIMIA / CONCEDE / ORDENA ACTUALIZAR Y CORREGIR - Por lo anterior, el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, determinó que se trató de un homónimo en relación con al señor Marino Bermúdez Marín, identificado con la cédula de ciudadanía No.75.035.508 de Anserma, Caldas, y en tal sentido, cuando el accionante fue requerido por las autoridades policiales, el despacho emitió dos oficios: i) el No.1109 del 14 de junio de 2011 dirigido al Subintendente de la Estación de Policía de Dosquebradas, Risaralda (folio 48) y ii) el No.1401 del 29 de abril de 2014 dirigido a la Policía Nacional de Anserma, Caldas (folio 49), en los que explicó tal situación de homonimia con el fin de que el señor Marino Bermúdez Marín fue dejado en libertad. 

Si bien es cierto las comunicaciones antes relacionadas benefician al aquí actor, ya que no va a ser requerido por esa razón, no pueden considerarse como una solución; por lo tanto, esta Sala considera que pese a las insistentes solicitudes elevadas por el accionante, el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, está vulnerando al accionante su derecho fundamental al habeas data, toda vez que no obra dentro de la foliatura prueba alguna que acredite que esa célula judicial haya informado de manera clara y precisa a las autoridades que manejan tanto los antecedentes como las órdenes de captura, que para el caso es la Dirección de Investigación Criminal Interpol DIJIN, sobre la cancelación de la orden de captura que aparece vigente en contra del señor Marino Bermúdez, por no ser la persona requerida dentro del proceso radicado al No.2004-00054, sino que se trata de un homónimo indocumentado, lo cual amerita la intervención del juez constitucional a efectos de que cesen sus efectos en forma inmediata.
(…)

De conformidad con lo anterior, esta Colegiatura tutelará los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre al señor Marino Bermúdez Marín y en consecuencia, ordenará al Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, realice los trámites necesarios con el fin de actualizar y corregir la información relacionada con la orden de captura que aparece vigente dentro del proceso penal radicado al No.2004-00054, en el sentido de precisar que el ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas, no es la persona en contra de quien se adelantó esa causa, sino que el judicializado fue su homónimo MARINO BERMUDEZ MARIN - INDOCUMENTADO y para ello deberá enviar la comunicación respectiva a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) oficinas ubicadas en la ciudad de Bogotá. Igualmente, se requerirá a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) nivel central para que una vez el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, envíe la aludida comunicación, proceda a actualizar el certificado de antecedentes del ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, treinta (30) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0457
Hora: 3:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Marino Bermúdez Marín en contra del Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima y  la Fiscalía General de la Nación  - Sistema de Información de Antecedentes y Anotaciones Judiciales SIAN de Ibagué y el por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la dignidad personal, buen nombre, habeas data y libertad  individual.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Señaló el señor Marino Bermúdez que las autoridades accionadas no han corregido la información que reposa en sus archivos, toda vez que ha sido detenido en múltiples ocasiones por parte de la Policía Nacional, por cuanto le aparece un antecedente por el delito de rebelión, en el cual se tiene una orden de captura vigente, dentro del proceso penal radicado al No.2004-00054-00 y que en una ocasión fue recluido en la cárcel de varones de Pereira durante casi 10 días.  

Indicó que al demostrarse que se trata de un asunto de homonimia, solicitó ante las entidades accionadas que hicieran las correcciones pertinentes, lo cual no ha podido lograr, pues solamente recibió una respuesta por parte del Asistente de Fiscal I Encargado del Punto de Registro SIAN en la Subdirección Seccional de Atención a Víctimas y Usuarios de la FGN de Ibagué en la que le informaron que en el sistema SIAN no le aparecen anotaciones a su nombre y que debía dirigirse al juzgado que profirió la sentencia.  

Así mismo, informó que el 24 de octubre de 2017 recibió una respuesta del Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, en la que le indicaron que con el oficio No.1109 del 14 de junio de 2011 se había informado a la estación de Policía Nacional de Dosquebradas sobre la homonimia hallada, lo que hizo inferir al accionante que su problema ya estaba solucionado, lo que no ha sucedido cuando ha querido obtener su pasado judicial en la Policía Nacional.

Solicitó: i) ordenar al Jugado Penal del Circuito de Lérida y a la Fiscalía General de la Nación – SIAN, que procedan a corregir la información que han registrado injustamente ante la Policía Nacional y a la misma FGN, toda vez que en el proceso radicado al No.2004-00054-00 por el delito de rebelión aparece una orden de captura vigente a su nombre, una orden de captura por el delito de rebelión; ii) ordenar a  las accionadas que cumplan la decisión judicial que tutele sus derechos fundamentales en el término de 36 horas, después de ejecutoriado el fallo de tutela, evitando con ello que se afecte injustamente su derecho a la libertad individual y su condición personal, garantizando de esa cesar “la persecución del Estado en su contra”, para poder acceder a la certificación de antecedentes judiciales, conseguir un empleo  o un crédito personal y/o comercial, y iii) y que la decisión adoptada sea de inmediato y estricto cumplimiento por las autoridades demandas.

2.2. Allegó las copias de los documentos que sustentan las pretensiones del actor (Fls. 6-14).

2.3. Mediante auto del 18 de mayo de 2018 se avocó el conocimiento a prevención de la presente demanda de amparo y se ordenó correr traslado de la misma a las autoridades accionadas.  Así mismo, se vinculó al trámite a la Fiscalía 41 Seccional de Ibagué, Tolima, a la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN de Bogotá, a la Policía Metropolitana de Pereira y a la Estación de Policía de Dosquebradas y a las que se les concedió un término de dos días para que se pronunciaran al respecto. (Fls. 17 y 18).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE IBAGUÉ, TOLIMA

Informó que se procedió a consultar el Sistema de información sobre Antecedentes y Anotaciones SIAN, que administra la Fiscalía General de la Nación, constatando que en el sistema no figura registro de antecedentes y anotaciones vigentes del ciudadano MARINO BERMÚDEZ MARÍN, identificado con C.C. No.75035508.
No obstante lo anterior se verificó el histórico del sistema, encontrando que contra el accionante se libró orden de captura por la Fiscalía 41 Seccional del Líbano Tolima, dentro del proceso con radicación No.182175, el 30/04/2007, orden que fue cancelada por el mismo despacho judicial mediante oficio No. 420915 de 19/05/2007, situación que se registró en el sistema el 25/05/2007, sin evidenciar ningún registro histórico adicional.

Igualmente se consultó la línea de antecedentes penales y requerimientos judiciales de la Policía Nacional, encontrando que la consulta de antecedentes de accionante no puede ser generada.

Consideró que la presunta información del pasado delictivo del accionante que obra en bases de datos de la Fiscalía General de la Nación en su sistema de información SIAN, fue actualizado por la entidad, de conformidad con la orden expedida por la Fiscalía 41 Seccional del Líbano Tolima, aclarando que de conformidad con la jurisprudencia una vez se compruebe que judicialmente se declaró cumplida o prescrita la pena, se suprimirán de las bases de datos de acceso abierto los nombres de las personas condenadas, salvo en los eventos en que la Ley obligue a conservar pública esa información en todo tiempo. No obstante, se mantendrá el documento íntegro en los archivos de la corporación. Este, bajo los preceptos legales que rigen el derecho de acceso a la información pública, podrá consultarse directamente en las oficinas en las cuales reposa.

Consideró que la Fiscalía General de la Nación no ha vulnerado los  derechos fundamentales del accionante, habida cuenta que actualizó  oportunamente el antecedente penal, de acuerdo con la orden suministrada por la Fiscalía 41 Seccional de Líbano Tolima, mediante  el oficio No.42O915 del 19/05/2018 dejando constancia que contra el accionante existe registro de antecedentes judiciales en la línea de antecedentes penales y requerimientos judiciales de la Policía Nacional, que debe actualizarse por la autoridad que reportó el registro, que en ningún caso fue la Fiscalía General de la Nación, tal como lo informa el accionante en su escrito.
Por lo tanto, solicitó la desvinculación a la Dirección Seccional Tolima de la Fiscalía General de la  Nación y con ella a la Oficina SIAN de Ibagué, como quiera que en el registro de antecedentes penales del accionante no se encontró constancia alguna.

Como medios probatorios anexo copia del registro de la consulta al Sistema de información sobre Antecedentes y Anotaciones SIAN, que administra la Fiscalía General de la Nación, donde se constata que en el sistema no figura registro de antecedentes y anotaciones del ciudadano MARINO BERMUDEZ MARÍN, identificado con C.C. No. 75.035.508, obrante en un (1) folio, y estado histórico de las actuaciones que dan fe de la cancelación del registro ordenada por la Fiscalía 41 Seccional del Líbano, Tolima.  Igualmente, anexo copia del correo electrónico del traslado de la acción a la Fiscalía 41 Seccional del Líbano, Tolima  (Fls. 31 y 32).
Allegó copia de los documentos a los cuales hizo referencia (Fls. 33-41).

3.2. FISCALIA 41 SECCIONAL DE LÍBANO, TOLIMA

Informó que revisados los radicadores que se llevaron el a Unidad Seccional de la Fiscalía del Líbano, Tolima, en vigencia de la Ley 600 de 2000, no se encontró caso alguno en contra del señor Marino Bermúdez Marín (Fl. 42).

3.3.  DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL SECCIONAL PEREIRA
Señaló que consultada la información sistematizada de antecedentes penales y anotaciones, así como órdenes de captura de la Dirección de Investigación Criminal INTERPOL (DIJIN) y según lo estipulado en el artículo 248 de la C. N., aparece que el accionante registra una orden de captura en estado “VIGENTE” por parte del Juzgado 1º Penal del Circuito de Lérida, Tolima, por el delito de rebelión, según el artículo 125 del C.P. modificado por el artículo 1º del Decreto 1857 de 1989, artículo 8 del Decreto 2266 de 1991.  Así mismo, le aparece una orden de captura en estado de “CANCELADO” por parte de la Fiscalía 41 de Líbano, Tolima, y señaló que actualmente el Juzgado Penal del Circuito de Lérida no ha remitido a las oficinas de registro a nivel nacional la información para incluir, actualizar, corregir o cancelar providencias judiciales u órdenes administrativa en el Sistema Operativo de la Policía Nacional,   comunicadas por autoridad competente, de conformidad con la guía 2AI-GU-0004.

Por lo anterior, solicitó desvincular a esta autoridad de la presente acción de tutela, dado que no se han vulnerado derechos fundamentales al actor, ya que las autoridades competentes no han remitido la cancelación de la orden de captura y así actualizar los antecedentes del accionante  (Fls. 44 y 45).

3.4. JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE LÉRDIDA, TOLIMA

Informó que ese despacho tramitó el proceso radicado al No.2004-000054-00 en contra del señor Marino Bermúdez Marín, indocumentado, hijo de Abagail Marín y Luis Carlos Bermúdez, nacido el 4 de diciembre de 1971, tez trigueña, 1.80 de estatura, con cicatriz mano derecha, cuello parte posterior, con tabique fracturado, quien al ser capturado, inicialmente se hizo llamar Luis Alberto Gómez, alias “Maravilla”, c.c.1.675.570, en contra del acusado se impuso fallo anticipado del 30 de noviembre de 2004, pena principal de prisión de 4 años, por la conducta punible de “rebelión”, ejecutoriado del 14 de diciembre de 2004, el cual estuvo privado de la libertad desde el 21 de agosto de 2004 al 25 de enero de 2005 que se evadió, según el centro carcelario de Picaleña, en fuga masiva de 21 internos.  Siendo recapturado el 5 de junio de 2009 en razón del proceso radicado No.2009-00052 del Jugado 2º Penal del Circuito Especializado de Ibagué.  Indicó que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué le otorgó el 2 de octubre de 2002 el beneficio de la libertad por pena cumplida.

Por lo anterior, se determinó un homónimo en relación con MARINO BERMÚDEZ MARÍN con cédula de ciudadanía No.75.035.508 de Anserma, Caldas, hijo de Juan y de Inés, nacido el 19 de abril de 1963, que había sido dejado a disposición en el mes de agosto de 2010 y  se dejó en libertad el 14 de junio de 2011 para lo cual se envió el oficio No.1109 al señor comandante de la Policía de Dosquebradas, Risaralda.    Dicha liberación fue igualmente comunicada a la Policía de Anserma, Caldas, mediante el oficio No.1401 del 29 de abril de 2014.
Indicó que de acuerdo a la última actuación, se tiene que las diligencias se encuentran en el archivo desde el 28 de octubre de 2016.

Consideró que no se han vulnerado derechos fundamentales al accionante, a quien en las diferentes oportunidades se ha presentado su vinculación, descartada su responsabilidad y tratándose de un homónimo se ha comunicado a las autoridades correspondientes (Fls. 46 y 47).

Adjuntó copia de los oficios a los que hizo alusión (Fls. 48-50). 

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Marino Bermúdez Marín, de manera que amerite el amparo constitucional. 

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. La Constitución Política de 1991, en su artículo 15, consagra los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos”
 (Subrayado fuera de texto)

El derecho al buen nombre puede definirse como la reputación o fama de una persona, esto es, como el concepto que el conglomerado social se forma de ella. Así, constituye un derecho de raigambre fundamental y un elemento valioso dentro del patrimonio moral y social, a la vez que es un factor intrínseco de la dignidad humana. Respecto de él, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el derecho al buen nombre se encuentra ligado a los actos que realice una persona, de manera que a través de éstos, el conglomerado social se forma un juicio de valor sobre la real dimensión de bondades, virtudes y defectos del individuo”
. 
Tal derecho se estima vulnerado “cuando se difunde información falsa o errónea sobre las personas, de tal suerte que se distorsione la imagen que éstas tiene ante la sociedad en su diferentes esferas generando perjuicios de orden moral o patrimonial”
. En otras palabras, puede verse afectado el derecho al buen nombre cuando sin justificación o fundamento se propagan entre el público informaciones falsas o erróneas que no corresponden al concepto que se tiene del individuo, generando desconfianza y desprestigio que lo afectan en su entorno social. 

Por consiguiente, no constituye menoscabo del derecho al buen nombre, el hecho de consignar en bases de datos o de difundir en medios de información actuaciones imputables a la persona que menoscaban la imagen que ha construido en la sociedad, siempre que tal información atienda a la realidad y goce de veracidad suficiente para no ser censurada. En cambio, si puede ser motivo de reparo la divulgación o difusión de información falsa e inexacta. La Corte en Sentencia T-684 de 2006, frente a este último punto ha dicho que el titular de la información tiene la posibilidad de exigir “(i) que el contenido de la información almacenada sea veraz; (ii) que se aclare la información que por su redacción ambigua, pueda dar lugar a interpretaciones equívocas y (iii) que los datos puestos a disposición de la base de datos hayan sido obtenidos legalmente y su publicación se haga mediante canales que no lesionen otros derechos fundamentales, entre otras exigencias”. 
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, observa la Sala que el señor Marino Bermúdez Marín, identificado con la cédula de ciudadanía No.75.035.508 de Anserma, Caldas, acudió al juez constitucional con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales al habeas data, libertad y al trabajo, los que considera vulnerados por el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima y la Fiscalía General de la Nación- Sistema de Información de Antecedentes y Anotaciones SIAN, toda vez que a la fecha aparece vigente una orden de captura, con relación al proceso radicado bajo el No.2004-00054-00, por el delito de rebelión, pese a que el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, determinó que él no era la persona sindicada, situación que le ha generado que en varias ocasiones haya sido detenido y hasta recluido en la cárcel de varones de esta capital.
4.6.2.   De las respuestas emitidas por las diferentes autoridades accionadas y vinculadas al presente trámite, la Sala observa que en el sistema de antecedentes penales y anotaciones, así como órdenes de captura de la Dirección de Investigación Criminal Interpol DIJIN, se tiene una orden de captura vigente en contra del señor Marino Bermúdez Marín, con c.c.75035508, respecto del proceso 2004-54, del Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, por el delito de rebelión y en las observaciones de dicho registro señala “NACIDO EN MONTEBONITO-CALDAS-SE FUGO DE LA CARCEL DE PICALEÑA” (folio 43 vuelto).  Por su parte, el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, indicó que el proceso radicado al No.2004-000054-00 se siguió en contra del señor “Marino Bermúdez Marín, indocumentado, hijo de Abagail Marín y Luis Carlos Bermúdez, nacido el 4 de diciembre de 1971, tez trigueña, 1.80 de estatura, con cicatriz mano derecha, cuello parte posterior, con tabique fracturado, quien al ser capturado, inicialmente se hizo llamar Luis Alberto Gómez, alias “Maravilla”, c.c.1.675.570, en contra del acusado se impuso fallo anticipado del 30 de noviembre de 2004, pena principal de prisión de 4 años, por la conducta punible de “rebelión”, ejecutoriado del 14 de diciembre de 2004, el cual estuvo privado de la libertad desde el 21 de agosto de 2004 al 25 de enero de 2005 que se evadió, según el centro carcelario de Picaleña, en fuga masiva de 21 internos”  .  Así mismo, ese despacho informó que las diligencias se encontraban archivadas desde el 28 de octubre de 2016 (Fls. 46 y 47).

4.6.3. Por lo anterior, el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, determinó que se trató de un homónimo en relación con al señor Marino Bermúdez Marín, identificado con la cédula de ciudadanía No.75.035.508 de Anserma, Caldas, y en tal sentido, cuando el accionante fue requerido por las autoridades policiales, el despacho emitió dos oficios: i) el No.1109 del 14 de junio de 2011 dirigido al Subintendente de la Estación de Policía de Dosquebradas, Risaralda (folio 48) y ii) el No.1401 del 29 de abril de 2014 dirigido a la Policía Nacional de Anserma, Caldas (folio 49), en los que explicó tal situación de homonimia con el fin de que el señor Marino Bermúdez Marín fue dejado en libertad. 
4.6.4.  Si bien es cierto las comunicaciones antes relacionadas benefician al aquí actor, ya que no va a ser requerido por esa razón, no pueden considerarse como una solución; por lo tanto, esta Sala considera que pese a las insistentes solicitudes elevadas por el accionante, el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, está vulnerando al accionante su derecho fundamental al habeas data, toda vez que no obra dentro de la foliatura prueba alguna que acredite que esa célula judicial haya informado de manera clara y precisa a las autoridades que manejan tanto los antecedentes como las órdenes de captura, que para el caso es la Dirección de Investigación Criminal Interpol DIJIN, sobre la cancelación de la orden de captura que aparece vigente en contra del señor Marino Bermúdez, por no ser la persona requerida dentro del proceso radicado al No.2004-00054, sino que se trata de un homónimo indocumentado, lo cual amerita la intervención del juez constitucional a efectos de que cesen sus efectos en forma inmediata.

4.6.5. La Constitución Nacional en su artículo 15 establece: “todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlo respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”. Con relación a este precepto, la Corte Constitucional ha manifestado de manera directa que: “Así, la Corte Constitucional ha entendido el habeas data como el derecho que tienen las personas naturales y jurídicas, de conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. De la misma manera estipula la obligación de respetar la libertad y demás garantías constitucionales en el ejercicio de las actividades de recolección, tratamiento y circulación de datos” (Sentencia T- 002 de 2009. M.P. Nilson Pinilla Pinilla).
4.6.6. De conformidad con lo anterior, esta Colegiatura tutelará los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre al señor Marino Bermúdez Marín y en consecuencia, ordenará al Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, realice los trámites necesarios con el fin de actualizar y corregir la información relacionada con la orden de captura que aparece vigente dentro del proceso penal radicado al No.2004-00054, en el sentido de precisar que el ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas, no es la persona en contra de quien se adelantó esa causa, sino que el judicializado fue su homónimo MARINO BERMUDEZ MARIN - INDOCUMENTADO y para ello deberá enviar la comunicación respectiva a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) oficinas ubicadas en la ciudad de Bogotá. Igualmente, se requerirá a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) nivel central para que una vez el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, envíe la aludida comunicación, proceda a actualizar el certificado de antecedentes del ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas. 
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre del señor Mario Bermúdez Marín.

SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, realice los trámites necesarios con el fin de actualizar y corregir la información relacionada con la orden de captura que aparece vigente dentro del proceso penal radicado al No.2004-00054, en el sentido de precisar que el ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas, no es la persona en contra de quien se adelantó esa causa, sino que el judicializado fue su homónimo MARINO BERMUDEZ MARIN - INDOCUMENTADO y para ello deberá enviar la comunicación respectiva a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) sede Bogotá, con todos sus datos biográficos reales.
TERCERO: REQUERIR a la Policía Nacional -Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL (DIJIN) nivel central para que una vez el Juzgado Penal del Circuito de Lérida, Tolima, envíe la aludida comunicación, proceda a actualizar el certificado de antecedentes del ciudadano MARINO BERMUDEZ MARIN, identificado con cédula de ciudadanía No.75.035.508 expedida en Anserma, Caldas.
CUARTO: Desvincular del presente trámite a la Fiscalía General de la Nación  - Sistema de Información de Antecedentes y Anotaciones Judiciales SIAN de Ibagué, a la Fiscalía 41 Seccional de Ibagué, Tolima; a la Policía Metropolitana de Pereira y a la Estación de Policía de Dosquebradas.
QUINTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Sentencia T-411 de 1995.


� Sentencia T-067 de 2007. 


� Sentencia T-129 de 2010. 
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